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SENTENCIA 
 

 En San Juan, Puerto Rico, a 17 de agosto de 2023. 

  

 El 14 de agosto de 2023, el Gobierno de Puerto Rico (Estado), 

en representación del Departamento de Transportación y Obras 

Públicas por conducto de la Oficina del Procurador General presentó 

ante nos un recurso de Certiorari acompañado de una Urgente 

Solicitud en Auxilio de Jurisdicción. Nos solicita que revoquemos la 

Orden emitida el 21 de julio de 2023 y notificada el 24 de julio de 

2023 por le Tribunal de Primera Instancia, Sala Superior de San 

Juan (TPI). Mediante el aludido dictamen, el TPI impuso sanciones 

a los representantes legales del caso de epígrafe, por incumplir con 

una orden previa del tribunal. 

 Por los fundamentos que expondremos a continuación, 

expedimos el certiorari, y revocamos el dictamen recurrido. 

I. 

 El 27 de abril de 2023, este panel emitió una Sentencia en el 

caso KLAN202200636 el cual estaba consolidado con el caso 

KLAN202200729.1 Allí resolvimos que, en estos casos, se debía 

 
1 Véase el apéndice del Recurso, págs.15-32. 
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paralizar los procedimientos en cuanto al Estado, toda vez que le 

aplicaba el injuction proveniente del Confirmation Order, dictado el 

18 de enero de 2022 por el Tribunal de Distrito Federal. Igualmente, 

paralizamos los procedimientos en cuanto al Municipio de San Juan 

y Óptima Seguros por virtud de un planteamiento de falta de parte 

indispensable.  

 Así las cosas, el 31 de mayo de 2023, la Sra. Migdalia Rivera 

y el Sr. Luis Colón Larrauri (en conjunto, los recurridos) presentaron 

una Moción Solicitando la Reapertura del Caso y la Continuación de 

los Procedimientos.2 Alegaron que el Injuction proveniente del 

Confirmation Order había sufrido una modificación que tenía como 

efecto que el caso de autos no quedara paralizado. En específico, 

esbozaron que el 20 de octubre de 2022, el Tribunal de Distrito 

Federal dictaminó que la paralización dispuesta en el aludido 

Confirmation Order no aplicaría a los casos que fueron presentados 

bajo la Ley de Reclamaciones y Demandas contra el Estado Ley 

Núm. 104 de 29 de junio de 1955, 32 LPRA sec. 3077 et seq. (Ley de 

Pleitos contra el Estado) siempre y cuando el monto de las 

reclamaciones esté dentro de los limites establecido por dicha 

legislación, a saber, $75,000.00 o $150,000.00.  

En ese sentido, sostuvieron que la reclamación de daños y 

perjuicios que motiva este pleito fue incoada bajo el referido estatuto 

y pese a que en la demanda se solicitó una indemnización por la 

suma de $254,000.00, los recurrido aceptaron que en este caso rige 

la Ley de Pleitos contra el Estado y aclararon que la cuantía a 

solicitar sería entonces de $150,000.00. Por ello, concluyó que el TPI 

debía para continuar con los procedimientos. En respuesta a estas 

alegaciones, el 16 de junio de 2023, el Estado presentó una 

Oposición a “Moción solicitando la reapertura del caso y la 

 
2 Íd., págs. 33-34. 
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continuación de los procedimientos”.3 Alegó que el TPI debía 

mantener la paralización del pleito, ya que la modificación del 

Confirmation Order no era aplicable en este caso. Ello pues, la 

aludida modificación estaba dirigida a aquellos casos que estuvieran 

dentro de los limites estatutarios establecidos por la Ley de Pleitos 

contra el Estado, aspecto que no estaba presente en esta 

controversia. 

 Evaluada la postura de las partes, el 22 de junio de 2023, el 

TPI emitió una Orden en la que declaró Ha Lugar la solicitud de 

reapertura del caso.4 Asimismo, señaló fecha para la Conferencia 

con Antelación a Juicio y Vista Transaccional y le concedió quince 

(15) días a las partes para que informaran un itinerario de 

descubrimiento de prueba. En desacuerdo con este dictamen, el 7 

de julio de 2023, el Estado presentó una Solicitud de 

Reconsideración de Orden Notificada el 22 de junio de 2023.5 

Mediante esta, reiteró los argumentos presentados en su escrito de 

oposición a la reapertura del caso. Enfatizó que, el TPI carecía de 

jurisdicción para continuar los procedimientos debido a que este 

caso fue paralizado mediante una orden del tribunal federal. Así las 

cosas, el 11 de julio de 2023, el TPI emitió una Orden a las partes, 

concediéndole hasta el 20 de julio de 2023, para que presentaran 

un itinerario de descubrimiento de prueba.6 De igual manera, el 12 

de julio de 2023, el TPI declaró No Ha Lugar la solicitud de 

reconsideración.7 

 Posteriormente, el 13 de julio de 2023, el Estado emitió una 

Moción Informativa Sobre Falta de Jurisdicción por no Haber Sido 

Notificado el Mandato del Tribunal de Apelaciones.8 En síntesis, 

 
3 Íd., págs. 41-46. 
4 Íd., pág. 48. 
5 Íd., págs.  49-55. 
6 Íd., pág. 56. 
7 Íd., pág. 57. 
8 Íd., págs. 58-62. 
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planteó que el Tribunal de Apelaciones aún no había notificado el 

mandato, por lo cual el TPI carecía de jurisdicción para atender las 

mociones presentadas luego de la Sentencia que emitiera este panel 

el 27 de abril de 2023. Por lo tanto, concluyó que las ordenes que 

había emitido el TPI desde ese instante eran nulas. Posteriormente, 

el 18 julio de 2023, el TPI notificó una Orden en la cual expuso que 

estaba “Enterado”.9 

 Así pues, el 11 de julio de 2023, el TPI le impuso sanciones de 

$50.00 a cada representante legal por incumplir con la Orden del 20 

de julio de 2023. Ante esto, tanto el Municipio de San Juan y Óptima 

Seguros, los recurridos y el Estado presentaron sus respectivas 

mociones de reconsideración por separado, todas bajo el mismo 

fundamento. Las partes en el pleito entendieron que el TPI había 

acogido el planteamiento del Estado en cuanto que este pleito estaba 

paralizado por la falta de mandato del Tribunal de Apelaciones. Así 

las cosas, el 3 de agosto de 2023, el TPI emitió una Orden en la cual 

sostuvo lo siguiente: 

El 31 de mayo del 2023, compareció la parte 

demandante para una vez más activar la maquinaria 
judicial al solicitar la reapertura del caso, así como la 

continuación de los procedimientos. Ante ello, le 
concedimos término a la parte demandada para que se 
expresara. El ELA compareció, y en su comparecencia 

se opuso a la reapertura del caso levantando distintos 
planteamientos pero NO hizo mención de la falta de 
mandato como una razón para ello. Ni tan siquiera en 

su "Solicitud de Reconsideración de Orden Notificada el 
22 de junio de 2023" lo hizo. De hecho, ninguna de las 

partes señaló nada sobre falta de mandato, ni informó 
oportunamente sobre el estado procesal del caso. 
 

 No es hasta que este Tribunal les impone una sanción 
por haber incumplido con lo ordenado que es cuando se 

plantea la falta de mandato como razón para justificar 
el haber ignorado la orden del Tribunal, y a su vez, se 
les releve del pago de la sanción impuesta. Este 

proceder es inaceptable. Por lo tanto, no ha lugar a la 
solicitud de reconsideración de sanciones. Tienen 10 
días para pagar la sanción.10  

 
9 Íd., págs. 65-67. 
10Íd., pág. 79. 
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Insatisfecho, el Estado recurre ante nos mediante recurso de 

Certiorari el cual estuvo acompañado de una Urgente Solicitud en 

Auxilio de Jurisdicción. En dicho recurso, el Estado formuló los 

siguientes señalamientos de error: 

Erró crasamente el Tribunal de Primera Instancia al 

continuar los procedimientos  en el presente pleito, 
a pesar de que se encuentra pendiente la 
notificación del, mandato sobre la Sentencia 

emitida por este Ilustre Foro el 27 de abril de 2023 
 

Erró y abusó de su discreción el Tribunal de Primera 
Instancia al emitir ordenes e imponer sanciones a 
los representantes legales de las partes, a sabiendas 

de que son nulas, porque el pleito se encuentra 
totalmente paralizado en virtud de la Orden de 
Confirmación. 

 

 Atendida la Urgente Solicitud en Auxilio de Jurisdicción, el 15 

de agosto de 2023, ordenamos la paralización del procedimiento 

ante el TPI. Del mismo modo, le concedimos hasta el 16 de agosto 

de 2023 a las 3:00 de la tarde, a los recurridos para que expusieran 

su postura. Vencido este término, los recurridos no comparecieron, 

por lo cual atenderemos el recurso sin el beneficio de su 

comparecencia.  

II. 

-A- 

La jurisdicción es la autoridad que posee un tribunal o un foro 

administrativo para considerar y adjudicar determinada 

controversia o asunto. Pérez López y otros v. CFSE, 189 DPR 877, 

882 (2013). La falta de jurisdicción trae consigo las consecuencias 

siguientes:  

(a) no es susceptible de ser subsanada; (b) las partes no 

pueden voluntariamente conferírsela a un tribunal, 
como tampoco puede este arrogársela; (c) conlleva la 
nulidad de los dictámenes emitidos; (d) impone a los 

tribunales el ineludible deber de auscultar su propia 
jurisdicción; (e) impone a los tribunales apelativos el 
deber de examinar la jurisdicción del foro de donde 

procede el recurso; y (f) puede presentarse en cualquier 
etapa del procedimiento, a instancia de las partes o por 

el tribunal motu proprio. González v. Mayagüez Resort 
& Casino, 176 DPR 848, 855 (2009). 
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A tono con lo anterior, nuestro Tribunal Supremo ha 

expresado que los tribunales “debemos ser celosos guardianes de 

nuestra jurisdicción”, por lo que tenemos la indelegable labor 

de auscultarla, incluso cuando ello no se nos haya planteado. 

(Énfasis nuestro). Cordero et al. v. ARPe et al., 187 DPR 445, 457 

(2012). Así pues, “las cuestiones jurisdiccionales deben ser resueltas 

con preferencia, y de carecer un tribunal de jurisdicción lo único 

que puede hacer es así declararlo”. Íd, pág. 856.  Ello, ya que los 

tribunales no tenemos discreción para asumir jurisdicción donde no 

la tenemos. Yumac Home v. Empresas Massó, 194 DPR 96, 103 

(2015). Cuando este Foro carece de jurisdicción, procede la 

inmediata desestimación del recurso apelativo. S.L.G. Szendrey-

Ramos v. F. Castillo, 169 DPR 873, 883 (2007). 

Un recurso presentado prematura o tardíamente priva 

insubsanablemente de jurisdicción y autoridad al tribunal ante el 

cual se recurre para atender el asunto, caso o controversia. Torres 

Martínez v. Torres Ghigliotty, 175 DPR 83, 98 (2008). Estos tipos de 

recursos carecen de eficacia y no producen ningún efecto jurídico, 

pues, al momento de su presentación, su naturaleza prematura o 

tardía hace que el foro apelativo no tenga autoridad alguna para 

acogerlo. Íd. Conforme a lo que antecede, este Tribunal de 

Apelaciones puede desestimar, motu proprio, un recurso prematuro 

o tardío por carecer de jurisdicción. Regla 83 (B) (1) y (C) del 

Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B.  

-B- 

El mandato es una figura enmarcada dentro de los procesos 

apelativos. Colón y otros v. Frito Lays, 186 DPR 135, 151 (2012). El 

Tribunal Supremo lo ha definido como “el medio que posee un 

tribunal en alzada de comunicarle a un tribunal inferior qué 

determinación ha tomado sobre la sentencia objeto de revisión y 

ordenarle actuar de conformidad con la misma”. Íd.; Mejías el al. v. 
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Carrasquillo et al., 185 DPR 288, 300-301 (2012). El propósito 

principal del mandato es lograr que el tribunal inferior actúe 

conforme a los pronunciamientos del tribunal apelativo. Íd., pág. 

301.   

La figura del mandato se encuentra delineada en la Regla 

84(E) del Reglamento del Tribunal de Apelaciones. En lo pertinente, 

dicha regla establece que: 

 […] 

(E) Transcurridos diez días laborables de haber 

advenido final y firme la decisión del Tribunal de 
Apelaciones, el Secretario o Secretaria enviará el 
mandato al Tribunal de Primera Instancia o a la agencia 

correspondiente, junto con todo el expediente original, 
cuando éste haya sido elevado. 
 

El mandato cobra especial relevancia con lo relacionado a los 

efectos de índole jurisdiccional que pueda tener su remisión al foro 

de origen. Colón y otros v. Frito Lays, supra, pág. 153. Lo anterior, 

debido a que, “una vez el tribunal en alzada emite su determinación, 

y la misma adviene final y firme, se enviará el mandato 

correspondiente al foro recurrido”. Íd. Así, “[e]s en ese momento que 

el recurso que estaba ante la consideración del foro revisor concluye 

para todos los fines legales, por lo que se entiende que no es hasta 

entonces que este pierde jurisdicción en lo concerniente al asunto”. 

Íd. Consonó con lo anterior, el foro revisado no adquiere 

jurisdicción nuevamente para continuar con los procedimientos 

y ejecutar los dictámenes de la sentencia en alzada, hasta tanto 

reciba el mandato del tribunal revisor. (Énfasis nuestro). Íd., pág. 

154. 

En síntesis, cuando se paralizan los procedimientos en el foro 

de origen, este pierde su facultad para atender las controversias 

planteadas en alzada y no vuelve a adquirir jurisdicción sobre ellas 

hasta que el tribunal revisor remita al mandato correspondiente. Íd. 

Lo anterior implica que toda acción que realice el foro revisado, 
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luego de la paralización de los procedimientos y previo a recibir 

el mandato, es nula. (Énfasis suplido) Íd., pág. 154 y 157.  

III. 

En el presente caso, el Estado nos solicita que expidamos el 

recurso de Certiorari y revoquemos la Orden del TPI dictada el 21 de 

julio de 2023 y notificada el 24 de julio de 2023. Específicamente, 

en su primer señalamiento de error, sostuvo que el TPI actuó sin 

jurisdicción ya que no se había notificado el mandato de la Sentencia 

que emitimos el 27 de abril de 2023. Por otro lado, en su segundo 

señalamiento de error, planteó que el TPI actuó sin jurisdicción dado 

a que el Confirmation Order, paralizó los procedimientos en este 

caso. Le asiste la razón. Veamos. 

Según surge de los autos, el 31 de mayo de 2023, los 

recurridos presentaron una Moción Solicitando la Reapertura del 

Caso y la Continuación de los Procedimientos solicitándole al TPI a 

que reabriera el caso, puesto que el Confirmation Order había sido 

modificado y por lo tanto el caso no estaba paralizado. Sin embargo, 

al momento en que se presentó esta moción el TPI aun no había 

recibido el mandato de la Sentencia que este foro intermedio emitió 

el 27 de abril de 2023. De este modo, el TPI careció de jurisdicción 

para emitir todas las ordenes dictadas desde la fecha en que 

emitimos nuestra sentencia hasta la fecha de la presentación del 

recurso de epígrafe, toda vez que el mandato aún no se había 

notificado al foro primario. Según discutimos en la exposición de 

derecho, el TPI no adquiere jurisdicción nuevamente para continuar 

con los procedimientos y ejecutar los dictámenes de la sentencia en 

alzada, hasta tanto reciba el mandato del tribunal revisor. Colón y 

otros v. Frito Lays, supra, pág. 154. Consecuentemente, toda acción 

que realice el foro revisado previo a recibir el mandato es nula. Íd., 

págs. 154 y 159.  En consecuencia, las siguientes órdenes dictadas 

por el TPI son nulas: 
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1. Orden de 6 de junio de 2023 

2. Orden de 22 de junio de 2023 

3. Orden de 10 de julio de 2023 

4. Orden de 12 de julio de 2023 

5. Orden de 17 de julio de 2023 

6. Orden de 21 de julio de 2023 

7. Orden de 3 de agosto de 2023 

Cabe puntualizar que no podemos dejar de mencionar que la 

figura mandato ha sido ampliamente discutida y reiterada y debe 

ser conocida por los foros sujetos a revisión. La falta de dicho 

conocimiento básico implica que, como en este caso, se infrinja 

nuestra política pública de economía procesal y acceso a la justicia. 

Ello pues, estos errores procesales atrasan y duplican los 

procedimientos judiciales. Más lamentable aún, estos errores tienen 

repercusiones perjudiciales para los ciudadanos que interesan 

utilizar su derecho a revisión judicial, pues les obliga a presentar 

múltiples recursos, lo cual implica multiplicidad de gastos 

económicos. Por lo tanto, colegimos que se cometió el primer 

señalamiento de error. 

Por otro lado, es menester nuestro destacar lo que ya 

previamente resolvimos en la Sentencia del 27 de abril de 2023, en 

la cual atendimos la modificación del Confirmation Order llevado a 

cabo en el Tribunal Federal de Distrito, mediante la cual expresamos 

lo que sigue: 

[L]a Hon. Laura Taylor Swain emitió el Notice of (a) entry 
of order confirming Modified Eighth Amended Title III 
Plan of Adjustment of the Commonwealth of Puerto Rico, 
et al. pursuant to Title III of PROMESA, (b) occurrence of 
the effective date, and (c) extension of administrative 
claim bar date for certain parties. De la referida orden 
podemos destacar  dos elementos esenciales para la 
controversia ante nuestra consideración:  la extensión 

de la fecha para reclamar gastos administrativos hasta 
el 18 de enero de 2023 y la inaplicabilidad del injunction 

del Confirmation Order a aquellos pleitos que se 
presenten dentro de las limitaciones estatutarias de la 
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Ley de Reclamaciones y Demandas contra el Estado, Ley 
Núm. 104 de 29 de Junio de 1955, 32 LPRA sec. 

3077(a), de setenta y cinco mil dólares ($75,000.00) o 
ciento cincuenta mil dólares ($150,000.00). Nótese, 

que la aludida excepción no es aplicable a la 
reclamación incoada por los señores Rivera-Colón 
debido a que la misma asciende a una cantidad que 

excede los doscientos cincuenta mil dólares 
($250,000.00).11  (Énfasis suplido) 

 

 Este tribunal claramente resolvió que la excepción de la 

paralización proveniente del injunction del Confirmation Order, no 

aplica a la controversia de autos. Ante ello, el TPI actuó sin tener 

jurisdicción por dos fundamentos distintos: 1) no se había notificado 

el mandato y 2) el pleito estaba paralizado conforme a lo que este 

foro resolvió y al Confirmation Order. Por lo cual, resolvemos que el 

TPI cometió el segundo señalamiento de error formulado. 

IV. 

 Por los fundamentos antes expuestos, expedimos el auto de 

Certiorari y revocamos el dictamen recurrido. 

 Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

 
 
                                                  Lcda.  Lilia M. Oquendo Solís 

                                           Secretaria del Tribunal de Apelaciones 
 
 

 
 

 
 
 

 
 

 
 
 

 
 
 

 
 

 
11 Íd., pág. 29. 


